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RESUMEN 

El análisis de la presente causa se enfoca en las controversias aún existentes sobre la 

aplicación directa de la normativa constitucional, que pone en pleno debate sobre la existencia de 

un fraude procesal. 

En base a esta hipótesis nos enmarcamos a la aplicación de la tutela judicial efectiva como 

derecho fundamental para garantizar un debido proceso y de esta manera no se vulneren más 

principios constitucionales, pues refiriéndose en el análisis de la presente causa, se podrá poner 

en evidencia la existencia de falencias al momento de iniciar una investigación por un supuesto 

delito. 

Esta falencia en ocasiones se visualiza en los operadores y administradores de justicia, 

precisamente por inobservar la normativa constitucional, necesaria e indispensable para sustentar 

el inicio de una investigación de tipo penal. 

Además en el presente análisis objetivamente se podrá identificar el delito de fraude procesal 

y desgaste judicial señalando una posible solución al momento de iniciar una inadecuada 

investigación por falta de competencia, siendo este requisito indispensable para evitar un 

agotamiento judicial, nulidades procesales  y alegaciones jurídicas, que entorpezcan el desarrollo 

de una justicia equitativa y justa para todos los ciudadanos. 

De esta manera la causa inicia por la presentación de una denuncia en la ciudad Caluma, 

provincia Bolívar por el supuesto cometimiento del delito de estafa contemplado en el Art. 186 

inciso primero del Código Orgánico Integral Penal, el señor ANÍBAL ARIAS VARGAS (quien 

de ahora en adelante será considerado en calidad de supuesta víctima), realiza un acuerdo de 

compra de un bien inmueble con las señoras PALMA VILLACÍS AIDA JUDITH y BERTHA 
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EUGENIA PALMA VILLACIS (quienes desde ahora se consideraran presuntas sospechosas). 

Sin embargo una vez realizado el pacto entre las partes, existiendo una promesa de compra venta 

de un bien inmueble situado en el cantón Caluma, tanto el comprador como las vendedoras 

suscribieron en la ciudad de Babahoyo una promesa de compra venta, cuyo fondo es la voluntad 

de adquirir el bien inmueble cuando se efectivice la legalización de las escrituras y pasen a ser de 

propiedad de comprador, culminado con pago de la cantidad restante del valor del bien, además 

se menciona una clausula penal en caso de incumplimiento al pago de una penalidad pecuniaria. 

El comprador afirma que las vendedoras incumplen en el acuerdo pactado por las partes, en 

razón de que se debía realizar la legalización de escrituras del bien inmueble para efectivizar la 

compra del mismo, no obstante, mientras se realizaba la tramitación de las escrituras el 

comprador solicitó habitar la casa y realizar mejoras en su infraestructura del bien, sin embargo 

las vendedoras después de seis años proceden a desalojar a la fuerza al señor Aníbal Arias al 

existir un desacuerdo con el mismo. 

 La señora BERTHA EUGENIA PALMA VILLACIS  manifiesta que existe una sentencia 

a su favor concediéndole la PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE 

DOMINIO, llevado en el Juicio No. 02101-2011-0409 , ante la Sala de lo Civil de Bolívar,  lo 

que da lugar a la apertura sobre la revisión de acción que según el Juicio mencionado, en primer 

orden se trata de una acción de REINVICACION seguido en contra de BERTHA EUGENIA 

PALMA VILLACIS , pero culmina con la reconvención justificando la permanencia constante 

por más de 45 años en el bien como amo, dueño y señor, esta resolución ocurrió  en el año 2011 

cuando ya se suscribió una promesa de compra venta en el año 2010, sin embargo, en las 

cláusulas realizadas en la promesa de compra venta realizada en Babahoyo sobre el bien 

inmueble ubicado en la Av. La Naranja, en la ciudad de Caluma, se menciona que, se cumplirá 
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con el pago total del precio pactado para la venta del bien  cuando se realice todas las 

actuaciones correspondientes para la legalización de la propiedad indicada con anterioridad, 

precisamente porque en el año 2010 aún no se resolvía el conflicto de propiedad y el derecho real 

sobre aquello.  

En tal razón al estar pendiente un litigio el cual recaía sobre un bien inmueble, no se podía 

efectivizar la promesa de compra venta, esta acción de REINVIDICACION  se desarrolló acorde 

a las normas del procedimiento civil que en ese momento permanecía en vigencia, de esta 

manera una vez iniciado el trámite ante la sala de lo Civil de Bolívar avoca conocimiento y en la 

audiencia se resuelve la controversia en cuanto a la posesión del bien entre la señora Rosa 

Mercedes Aldáz quien realizó la acción civil de REINVICACIÓN en contra de la señora Bertha 

Eugenia Palma Villacís, en cuya parte resolutiva se concede la PRESCRIPCION 

EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE DOMINIO a favor de la demandada.    

 Según el señor Aníbal Arias quien plantea la denuncia de estafa en contra de las señoras 

PALMA VILLACÍS AIDA JUDITH y BERTHA EUGENIA PALMA VILLACIS le causa una 

afectación directa hacia su patrimonio, lo que conlleva dar apertura a otro litigio e iniciar  una 

fase de investigación en la Fiscalía de Caluma.   

Las diligencias correspondientes se las realizó con normalidad, como resultado existe una 

controversia sobre la existencia del cometimiento del supuesto delito de estafa, habiendo 

realizado todas las etapas judiciales necesarias para llegar al pleno convencimiento tanto por 

Fiscalía como para el Juez conocedor de la causa en primer orden. 

Además se abordara la existencia del cometimiento de otro delito tipificado y sancionado por 

nuestra normativa legal, tal es el caso de que se incurrió en el delito de fraude procesal que 
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consiste en ocultar información veraz, fidedigna, concisa y real con fines particulares buscando 

obviamente una resolución favorable a través del engaño hacia la persona quien Juzga o 

administra justicia.   

En conclusión dentro del juicio que nos aborda el presente análisis signado con el No. 02333-

2019-00174, que es por el supuesto cometimiento de estafa los Jueces del Tribunal Penal de 

Bolívar con sede en la ciudad de Guaranda, ratifican el estado de inocencia que en resolución 

manifiestan que: “el ciudadano ANÍBAL ARIAS bien puede reclamar el incumplimiento del 

contrato de compraventa por la vía civil, es un derecho que le asiste; ya que no han concurrido 

los elementos constitutivos del tipo penal de estafa, ni tampoco las afectaciones al bien jurídico 

patrimonio. Por las consideraciones expuestas, se llegó a la conclusión que las pruebas no 

permitieron el convencimiento de que las procesada no ha adecuado su conducta al tipo penal de 

estafa tipificado en el art. 186 inciso primero del COIP; este organismo con fundamento en los 

artículos 622 y 623 ibídem, asegura el estado de inocencia de la ciudadana AIDA JUDITH 

PALMA VILLACIS”. 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

PROCESADO.- considerada como aquella persona contra el cual se ha dictado auto de 

procesamiento por las pruebas o indicios que ya están plateados en su contra y que, considerado 

como presunto reo, quien debera comparecer ante un juez o tribunal quienes lo juzgaran por sus 

acciones u omisiones, declararlo culpable o inocente, interponiendoles una pena o uba 

absolucion. 

RECURSO.-   Medio, procedimiento extraordinario. Por antonomasia, en lo procesal, la 

reclamación que, concedida por ley o reglamento, formula quien se cree perjudicado o agraviado 

por la providencia de un juez o tribunal, para ante el mismo o el superior inmediato, con el fin de 

que la reforme o revoque. 

TRIBUNAL.- Magistrado o conjunto de magistrados que ejercen la función jurisdiccional, 

sea en el orden civil, en el penal, en el laboral o en el administrativo, o en otro fuero y cualquiera 

que sea su categoría jerárquica Se llama unipersonal cuando está constituido por un solo juez, y 

colegiado cuando lo integran tres o más jueces. 

GARANTIAS.- Acción y efecto de asegurar o responder por una cosa. Certeza de que algo 

ha de ocurrir; seguridad o protección, frene a un peligro o contra un riesgo. 

SENTENCIA.- Declaración del juicio y resolución del juez. 

NULIDAD.-  Ineficacia en un acto jurídico como consecuencia de carecer de las condiciones 

necesarias para su validez, sean ellas de fondo o de forma, o, como dicen otros autores, vicio de 

que adolece un acto jurídico si se ha realizado con violación u omisión de ciertas formas o 
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requisitos indispensables para considerarlo como válido, por lo cual la nulidad se considera ínsita 

en el mismo acto, sin necesidad de que se haya declarado o juzgado. 

DELITO.- Es aquel hecho o acto conisderado como ilicito, que falta gravemente al 

ordenamiento juridico contemplado en una legislacion. 

PRINCIPIOS.- Norma o idea fundamental que rige el pensamiento o la conducta. Base, 

fundamento o causa, especialmente aquel en que se apoya un estudio o conocimiento. 

TESTIMONIO.- Atestación o aseveración de una cosa 

DOGMA.- Proposición o principio que se establece como base cierta de una ciencia o 

creencia. 

FRAUDE.- En un sentido general, engaño o abuso de confianza, acto contrario a la verdad o 

a la rectitud 

NORMA.- Regla de conducta cuyo fin es el cumplimiento de un principio legal. 

SUSPENSIÓN.- Detención de un acto, interrupción, aplazamiento de una vista, sesión u otra 

reunión o audiencia.  

SUPREMACÍA.- Grado superior; jerarquía más elevada. 

PACTO.- Acuerdo obligatorio de voluntades. 

DOLO.- Voluntad maliciosa que persigue deslealmente el beneficio propio o el dalo de otro 

al realizar cualquier acto o contrato, valiéndose de argucias o de la ignorancia ajena. 

DESALOJO.- Expropiación forzosa. 
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INDICIR.- Instigar, persuadir, provocar o convencer para ejecutar algo, por lo común 

reprobable, como una falta o delito. 

IBÍDEM.- En el mismo texto cuerpo legal o el mismo lugar.  

SIGLAS 

CRE.- Constitución de la República del Ecuador. 

COIP.- Código Orgánico Integral Penal.  

COGEP.- Código Orgánico General de Procesos. 

COFJ.- Código Orgánico de la Función Judicial. 
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INTRODUCCIÓN  

El análisis del caso está orientado básicamente en la revisión de las normas constitucionales y 

penales, cuya esencia siempre van relacionadas entre sí, dicho esto, se abordara varias 

normativas constitucionales indispensables para la aplicación e inicio de un procedimiento de 

cualquier rama del Derecho, valiéndose de la supremacía constitucional y la aplicación directa de 

la ley.  

También se identificara que delito se cometió al momento de inobservar la normativa 

constitucional y su afectación directa con los principios constitucionales mencionados varias 

veces por los administradores de justicia, para evitar que existan este tipo de vulneraciones. Entre 

los derechos vulnerados se mencionara a la tutela judicial efectiva, la supremacía constitucional, 

el principio de oportunidad, el principio de legalidad, el derecho al debido proceso, la seguridad 

jurídica entre otros principios y derechos que van correlacionados entre sí, cuyo objetivo se 

plasma en la adecuada administración desarrollo y resolución de un litigio controvertido, siempre 

apegándose al cumplimiento eficaz de las normativas legales vigentes en nuestra legislación 

ecuatoriana.  

Atendiendo a estas consideraciones, en el presente análisis se verificará la existencia del 

delito de fraude procesal, poniendo en evidencia el ánimo de obtener un beneficio procesal, 

desvirtuando la realidad de los hechos, por lo que se pone en cuestión la actuación judicial por 

parte de los operadores y administradores de justicia en nuestro país. 

En conclusión basándome en la lógica judicial y en la normativa legal vigente en nuestro 

territorio ecuatoriano visualizaré varias posturas y argumentos en cuanto al desenlace de la 

presente causa desde un punto de vista académico. 
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CAPITULO I 

PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO 

1.1.- Presentación Del caso 

La presente causa inicia con la denuncia presentada ante el agente Fiscal de Guaranda el 15 de 

marzo del 2016, por el supuesto delito de estafa contemplado en el Art. 186 inciso primero del 

Código Orgánico Integral Penal1, fundamentando la denuncia en los siguientes aspectos: “tal es 

el caso que el 27 de junio del 2010, la víctima en cuestión el señor ANÍBAL ARIAS VARGAS, 

realizó una negociación por la compra de un bien inmueble ubicado en la Av. La Naranja y Galo 

Miño en la ciudad de Caluma, con las señoras PALMA VILLACÍS AIDA JUDITH y 

BERTHA EUGENIA PALMA VILLACIS, en efecto el valor del mencionado inmueble era de 

USD $12.000,00”, en este sentido al existir un acuerdo de voluntades tanto del comprador como 

de las vendedoras, suscribieron una promesa de compra venta en la Notaria Cuarta en la ciudad 

de Babahoyo, el 20 de noviembre del 2010, con el objeto de asegurar y anticipar la compra en un 

tiempo determinado, pues el acuerdo fue en consignar la mitad del valor al momento de suscribir 

la promesa de compra venta refiriéndose a la cantidad de USD $ 6.000.00, y la mitad restante se 

entregaría cuando se efectué la legalización de las escrituras de propiedad para su respectivo 

traspaso de dominio, teniendo pleno conocimiento los comparecientes de ser sancionados de 

forma pecuniaria en caso de incumplimiento, en efecto,  en caso de que incumplan las cláusulas, 

                                                 

1 Art. 186 COIP.- Estafa.- la persona que, para obtener un beneficio patrimonial sea para sí misma o para una 

tercera persona, mediante la simulación de hechos falsos o la deformación u ocultamiento de hechos verdaderos, 

induzca a error a otra, con el fin de que realice un acto que perjudique su patrimonio o el de una tercera, será 

sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años. 
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serían sancionados, las vendedoras deberán pagar US $ 3.000,00 y el comprador US $ 500,00, 

consecuentemente existió aceptación conjunta y firmaron ante la presencia de la señora notaria y 

dos testigos. Aníbal Arias Vargas entregó la cantidad de US $ 6.000,00 cantidad pactada 

anteriormente, y por concepto de promesa para efectivizar la compra del bien se comprometió a 

cancelar la diferencia, como condición de que el señor Aníbal Arias Vargas habite de manera 

inmediata el inmueble, lo cual lo vendría haciendo por el lapso de seis años. 

El señor Aníbal Arias le pidió autorización a la señora Bertha para realizar construcciones y 

remodelaciones del bien inmueble, a lo que la señora Bertha aceptó sin ninguna objeción, y se 

empezó a remodelar la casa, lo que consta cambió las tuberías, baños, además, pagó los 

impuestos prediales, agua, luz. El señor Aníbal Arias habitó en el bien inmueble hasta el 12 de 

marzo de 2016, siendo este el momento el cual fue desalojado por la señora BERTHA 

EUGENIA PALMA VILLACIS, mencionado que van a tomar posesión del bien inmueble al 

haber obtenido una PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA  ADQUISITIVA DE 

DOMINIO causa signado con el  No. 02101-2011-0409, cuyo fondo se realiza por una acción 

civil de REINVICACION, pero no se pudo justificar la posesión de forma ininterrumpida con el 

ánimo de amo, dueño y señor del bien el cual estaba sometido a litigio ante la Sala de lo Civil de 

Bolívar, con esta argumentación toman posesión del bien inmueble, comenzando en ese 

momento la presentación de la denuncia por parte del señor Anibal Arias al sentirse perjudicado 

ante la situación de una posible estafa. 

La acción realizada ante Sala de lo Civil de Bolívar en el año 2011, la relato de la siguiente 

manera: la señora Rosa Mercedes Aldáz realizó la acción civil de REINVICACIÓN en contra 

de la señora Bertha Eugenia Palma Villacís, mencionando en su demanda que, por herencia de su 

difunto hijo el señor Néstor Palma Aldaz quien a su vez adquirió el bien mediante herencia al 
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fallecimiento de su padre el señor Néstor Palma Villacís; la actora menciona que es legitima 

propietaria del bien inmueble ubicado en la Av. La Naranja y Galo Miño en la ciudad de 

Caluma, en su demanda también señala que, el mencionado bien inmueble ya ha sido otorgado 

mediante contrato de compra venta a los señores Vilma Gavilánez Llanos y Juan Valdez Díaz 

(quienes fueron otros compradores), contrato que ha sido reincidido, ya que no se pudo 

cristalizar la entrega de dicho bien, por cuanto la señora Bertha Eugenia Palma Villacís se 

encuentra posesionada en el bien, por lo que solicita que mediante sentencia se le devuelva la 

propiedad. La demandada al contestar la demanda plantea excepciones previas y solicita se le 

conceda la PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE DOMINIO, 

aduciendo que son más de 45 años que se encuentra en posesión del bien de manera pacífica e 

ininterrumpida en calidad de dueña y señora. En este sentido se inicia el respectivo tramite 

consecuentemente se desarrolla la audiencia el 22 de agosto del 2011 en la ciudad de Caluma 

ante el Juzgado Noveno de lo Civil de Bolívar, cuya consideraciones argumentaciones 

presentación de prueba tanto documental como testimonial, el Juez quien conoció de la causa 

realiza la siguiente motivación en su acápite sexto: “la actora de la presente causa ha demostrado 

en base a la prueba documental la titularidad, la delimitación y la singularización del bien 

inmueble materia del litigio, pero no ha justificado que la demandada se encuentra en posesión 

de aquello”, por lo tanto en la parte final en lo que respecta a la resolución se desecha la 

demanda y se declara con lugar a la reconvención deducida por la demandada la señora Bertha 

Eugenia Palma Villacís, concediéndole a su favor la Prescripción Extraordinaria Adquisitiva 

de Dominio del bien inmueble en el barrio “El Despertar”  ubicado en la Av. La Naranja y Galo 

Miño en la ciudad de Caluma perteneciente a la Provincia Bolívar. 
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En ese sentido es necesario referirnos al cometimiento del delito de fraude procesal, debido 

que, al momento de realizar el análisis, para el esclarecimiento de hechos alegados dentro de la 

acción civil se obtuvo una resolución favorable induciendo al Juzgador a cometer un fallo en 

base a engaños y falsos testimonios, pues en ese sentido si bien es cierto que las hoy denunciadas 

se encontraban en litigio del bien inmueble materia la esta investigación debían justificar su 

posesión de manera ininterrumpida pero es en este entonces donde en el año 2010 se interrumpe 

la misma lo cual rompe toda posesión con el ánimo de amos dueños y señores pero que en sus 

diligencias y peritajes se muestra que estaban en posesión del bien algo cierto pero no cumplía 

con el tiempo requerido en ese entonces por la legislación civil, es decir que tenían que estar en 

posesión del bien más de 15 años de manera ininterrumpida pero al realizar acciones civiles en 

los años 2003, 2006, 2009 y por ultimo una promesa de compra venta del mismo bien se 

interrumpe la posesión pacifica ininterrumpida del mismo, como se podrá visualizar que se 

obtuvo una resolución favorable existiendo más perjudicados en esta acción, lo que conlleva a la 

denuncia presentada por el señor Aníbal Arias, este desconocía que estaba en trámite una acción 

civil para poder obtener titularidad y posesión del bien inmueble al cual nos referimos por varias 

ocasiones, con esta argumentación es necesario precisar que, al momento de suscribir el contrato 

de promesa de compra venta, en una de sus cláusulas se acepta el acuerdo realizado tanto por las 

vendedoras como el comprador, de cancelar la mitad del precio y la otra mitad cuando se realice 

la respectiva legalización en cuanto a escrituras y registro de propiedad, en tal virtud; cuando se 

inicia la investigación, el denunciante, con hechos suscitados induce al agente fiscal y al 

Juzgador quienes tienen conocimiento de la causa penal en primera instancia, proceden a dar 

apertura al proceso sobre el delito de estafa aparentemente cometido por la señora PALMA 

VILLACÍS AIDA JUDITH, quien es la persona que suscribe la promesa de compra venta, no 
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obstante en la fase de investigación de la denuncia presentada el Agente fiscal considera que  

posee los suficientes elementos de convicción para formular cargos por la posible 

responsabilidad del delito antes mencionado, el Juez Multicompetente de la Ciudad de Caluma 

Provincia Bolívar, acepta la formulación de cargos, lo que conlleva a la continuación del trámite 

pertinente, posteriormente en audiencia evaluatoria y preparatoria de juicio no se revisan causas 

de nulidad, tampoco las causa de procedimiento, procedibilidad, prejudicialidad  y competencia 

que den por culminado el proceso penal o que de alguna forma afecten el proceso, tampoco se 

excluyen pruebas que no eran pertinente útiles peor aún conducentes para el proceso, la defensa 

técnica de la procesada menciona que este no es el procedimiento adecuado para resolver este 

litigio sin embargo esta argumentación  no fue tomado en cuenta ni por el Fiscal ni por el Juez, 

se culmina con el llamamiento a juicio ratificando las medidas cautelares en contra de la 

procesada. 

En esta parte se puede indicar que el denunciante de la causa de estafa, el señor Anibal Arias  

desconoció por completo que existía una causa de prescripción de dominio, de tal modo que al 

encontrase perjudicado en su patrimonio sigue esta acción penal, ya que mediante el 

ocultamiento de estos hechos se produce el inicio de la investigación penal por un supuesto 

fraude, ocurriendo otra falencia dentro del sistema de investigación pues no se observaron 

cuestiones como el procedimiento, la procedibiliadad, la prejudicialidad y la competencia, por lo 

que inducen tanto al agente Fiscal como al Juez a continuar con el proceso aparentemente 

valiéndose en las pruebas obtenidas en la investigación que realizo fiscalía en su etapa procesal 

pertinente, cometiendo aparentemente otro error por parte de ellos. 

Claramente se evidencia el delito de fraude procesal dentro de la acción civil antes referida, ya 

que se ocultó información indispensable para esclarecer los hechos, faltando a la verdad e 
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induciendo a que el Juez comenta un error para obtener tal vez un beneficio particular, 

perjudicando la situación de otra persona.  

 

1.2.- Objetivo del análisis o estudio del caso  

OBJETIVO GENERAL  

Optimizar el respeto a los derechos Constitucionales, como la tutela judicial efectiva y al 

debido proceso para mejorar la adecuada aplicación de normas, garantías y principios 

Constitucionales vigentes en nuestro territorio ecuatoriano 

OBJETIVOS ESPECIFICOS  

Establecer jurídicamente los derechos constitucionales que asisten a la tutela judicial efectiva. 

Identificar jurídicamente la existencia de fraude procesal dentro del proceso penal. 

Evidenciar la existencia de falencias judiciales por parte los operadores y administradores de 

justicia con jurisdicción en el cantón de Caluma. 

 

CAPITULO II  

CONTEXTUALIZACION DEL CASO 

2.1.- Antecedentes del caso  

El presente análisis se da lugar en la ciudad de Caluma perteneciente a la provincia Bolívar, 

en primer orden a la supuesta ejecución o cometimiento de un delito normado en el Art. 186 
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inciso primero del Código Orgánico Integral Penal, que se encuentra vigente en nuestra 

legislación ecuatoriana, refiriéndose en si al delito de Estafa, considerado como un delito en el 

que afecta directamente el patrimonio de una persona con la intensión y animo de hacer daño y 

consecuentemente el actor del delito se favorecerse de la situación en la que se encuentra la 

presunta víctima. 2 

El día 27 de junio del 2010 a eso de las 10h00 el Sr. ARIAS VARGAS ANIBAL procede a 

comprar una vivienda a la Sra. PALMA VILLACIS AIDA JUDITH y Sra. BERTHA EUGENIA 

PALMA VILLACIS por el valor de $12.000.00 dólares y tal razón suscriben una promesa de 

compraventa en la Notaria Cuarta de Babahoyo, entregándose el valor de seis mil dólares y luego 

de algunos meses mil dólares más, quedando la diferencia a cancelarse una vez que se legalicen 

las escrituras, por lo cual la presunta víctima ingresa para habitar en la casa por el lapso de seis 

años, luego de lo cual es desalojado a la fuerza y haciéndose notar que la vivienda que fue 

vendida no era de propiedad de la procesada ya que en el año 2016 la señora Bertha Palma 

Villacis menciona que tiene a su favor una acción judicial esto es una Acción Extraordinaria de 

Dominio, por lo que procede a tomar posesión del bien llevando a un engaño a la víctima. La 

Sra. PALMA VILLACIS AIDA JUDITH, manifestó que ella es inocente por cuanto no recibió 

en ningún momento dinero en sus manos afirmando que se entregó el dinero a su hermana de 

nombres PALMA VILLACIS BERTHA EUGENIA, además ella desconocía del supuesto hecho 

ya que estaba actuando bajo la inducción de su hermana pensando que estaba actuando en 

calidad de testigo mas no como parte de la suscripción de la promesa de compra y venta, además 

                                                 

2 (Edisones Legales, 2019) 
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ella menciona que no sabe leer ni escribir y que inclusive le llevaron a la fuerza a la ciudad de 

Babahoyo sin conocer que es lo que estaba pasando. 

 

2.2.- Fundamentación Teórica del caso. 

EL PRINCIPIO AL DEBIDO PROCESO.  

El principio al debido proceso implica a aquel proceso de juzgamiento ante el inicio de una 

controversia litigiosa, cuyo proceso debe efectuarse acorde a las reglas de procedimiento 

normado en nuestra legislación y en estricto apego a los derechos establecidos por el 

constituyente en un Estado Democrático, las cuales, acto seguido, tienen que ser agarradas y 

Garantizadas eficazmente por el legislador procesal. 

En este sentido el debido proceso, es una Garantía Constitucional, de cuyo cumplimiento es 

dependiente bastante la convivencia pacífica y la seguridad jurídica del país, ya que garantiza 

una precisa gestión de justicia, además de una real vigencia y respeto de los derechos humanos; y 

es el mecanismo de aplicación de los principios y garantías del derecho constitucional, penal y 

procesal. 

En el Ecuador toda persona tiene derecho al debido proceso, a ser juzgado y a tener una 

defensa que vele por los intereses procesales y personales, a falta de un debido proceso en apego 

a las normativas jurídicas de nuestra legislación, se considera con una violación grave al mismo, 

puesto que para muchos de los expertos en derecho, se está violentando un derecho esencial 

dentro de un proceso legal dejando en lo que se considera en un estado de indefensión. 
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El debido proceso sirve para garantizar que toda persona tenga un procedimiento justo, 

equitativo de manera imparcial, para precautelar la seguridad jurídica del ciudadano, de hecho al 

violentar este derecho fundamental se violentarían varios derechos que van de la mano y es ahí 

donde surgen varias controversias y litigios donde por omisión se ha sacrificado a la justicia al 

no llevar un adecuado proceso, como se conoce en la voz populi “la justica es ciega” y debe 

permanecerse así, este enunciado implica que no debe existir favoritismos o discriminación a 

ninguna persona.  

EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD.  

Por regla general se conoce que no hay infracción penal, tampoco procedimiento penal, peor 

aún una pena, sin ley expresada tácitamente en una legislación. Este inicio funciona inclusive 

cuando la ley penal se remita a otras normas o disposiciones legales para integrarla. 

El Dr. Pablo Castañeda argumenta que: “según el inicio de legalidad, las actuaciones 

de la autoridad pública tienen que estar acorde a la Constitución, la ley y el derecho, 

dentro de las facultades que les estén atribuidas y según los objetivos para los que les 

fueron conferidas acorde al art. 226 de la Constitución”.   (Castañeda, 2017). 

En síntesis el principio de legalidad implica la aplicación directa de las normativas legales 

tanto en la Constitución como en las demás leyes del territorio ecuatoriano. 

EL PRINCIPIO DE IGUALDAD.  

El principio de igualdad tiende a enfatizar un adecuado desarrollo procesal de tal modo que 

asegura la intervención judicial de todas las personas sin distinción de ninguna naturaleza 
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La norma constitucional del articulo 11 numeral 2 prohíbe: “tanto una discriminación 

directa y una discriminación indirecta, que tiene por objeto menoscabar o anular el 

reconocimiento”.  (ASAMBLEA NACIONAL, 2008) 

La Corte Nacional de Justicia menciona: “la discriminación directa, tiene por objeto,  una 

discriminación expresa y explicita, en tanto que la discriminación indirecta, es una 

discriminación que a primera vista hace aparición como neutral o invisible, pero que es 

irrazonable injusta y desproporcional”.(CORTE NACIONAL, 2014) 

Dentro de este marco el inicio de igualdad se basa principalmente en el derecho a la no 

discriminación así sea por condiciones de etnia, sexo, condición popular, identidad, idioma 

religión, etc.; en el comienzo, avance y culminación del desarrollo de alguna naturaleza jurídica 

social. Lo que implica además al respeto de las normas constitucionales sobre todo el mundo de 

derechos humanos. 

En el derecho penal el principio de igualdad implica una forma de garantizar el trato sin 

discriminación alguna, buscando operativamente el acceso ideal a la justicia que es inconcebible 

que una persona sea tratada de manera diferente al ser de distinta clase social, etnia, tener algún 

tipo de discapacidad, cultura o algún tipo de discriminación como tal, pues esto rompe en 

definitiva varios preceptos considerados monárquicos, ambiguos y retrogradas.  

LA TUTELA JUDICIAL Y EFECTIVA.  

La tutela judicial efectiva es el Derecho constitucional por el que toda persona puede ejercer 

libremente la defensa de sus derechos e intereses legítimos frente a cualquier jurisdicción. Esta  

garantía jurisdiccional conlleva a la no indefensión y al libre ingreso a los tribunales a fin de 
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conseguir una resolución establecida en Derecho, a su ejecución y a la utilización del sistema de 

elementos.  

La tutela judicial efectiva contempla una Garantía procedimental que impone la observancia 

de las reglas del desarrollo y el derecho a un desarrollo eficiente y sin dilaciones indebidas. 

La Corte Constitucional (2013) sostiene que: “el derecho a ingresar a la tutela judicial 

eficiente, fue adoptando procesalmente como una de las garantías fundamentales con las 

que cuentan los ciudadanos, esa facultad se conoce procesalmente como derecho de 

petición que transporta a una serie de obligaciones por parte del Estado, ósea se requiere 

de la existencia de un órgano jurisdiccional y la presencia de juezas y jueces quienes, 

investidos de potestad jurisdiccional, tienen que velar por el cumplimiento de la 

Constitución y la ley”, no obstante dicho ingreso a los medios de la justicia no es muy 

para que se tutelen los derechos de los ciudadanos, ya que una vez ejercitada la acción 

correspondiente es preponderante que los operadores de justicia hagan una labor diligente 

en donde se efectivice la defensa de los derechos de una forma justa y equilibrada entre 

las partes procesales. (Derecho Ecuador, 2018) 

En este sentido, nuestra legislación de hoy garantiza el ingreso a una justicia de forma 

gratuita, pero, son los gestores de justicia quienes son los responsables de llevar a cabo hacer 

respetarla misma, que esta justicia sea llevada a cabo en relación a los principios, derechos y 

garantías Constitucionales con celeridad, eficacia y efectividad. 

José García Falcóni 2005  afirma que: “la tutela judicial eficaz es el derecho al libre 

ingreso a los jueces y tribunales de justicia, para conseguir un fallo, a que el fallo se 
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cumpla a fin de que el ciudadano afectado sea repuesto en su derecho y compensado si 

hubiere lugar a ello por el inconveniente sufrido” ( Garcia Falconí, 2005). 

La Afirmación Universal de los Derechos Humanos en su Artículo 10, da a conocer 

que: “toda persona en igualdad de condiciones tiene derecho a ser escuchada de forma 

pública con justicia por un tribunal sin dependencia e imparcial y de esta manera se 

establece sus derechos y obligaciones”. (La Afirmación Universal de los Derechos 

Humanos, 1948) 

Entonces la tutela judicial efectiva parte en el respeto al debido proceso y a la seguridad 

jurídica, esto significa que, es un derecho que permite el acceso a una justicia cumpliendo 

siempre todos los preceptos legales inmersos en nuestra legislación, este derecho es vinculante 

´para todas las personas y de estricto cumplimiento para los operadores y administradores de 

justicia.  

EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL.  

El principio de supremacía constitucional tiene como norma suprema a la Constitución, esta 

es la norma suprema y prevalece sobre todo ordenamiento jurídico. Todas normas y los actos que 

están sometidos al poder público tienen que estar en concordancia a las normas establecidas en la 

constitución, de no ser el caso estas se contraponen y carecen de valides y de ejecución dentro de 

la legislación. 

Tanto en la constitución como en los tratados internacionales de derechos humanos ratificados 

por el Estado Ecuatoriano, reconocen que los derechos más favorables contenidos en la 

Constitución, prevalecerán o serán de aplicación directa sobre alguna otra norma jurídica, en ese 

sentido según la jerarquía de las leyes siempre prevalecerá la Constitución, en muchas 



31 

 

 

legislaciones este concepto es aplicado, por la existencia de una normativa legal vinculante y de 

esta forma se convierte de aplicación inmediata y prioritaria.  

En las universidades del Ecuador en la actualidad se enseña mucho sobre la jerarquía de las 

normas o de las leyes, refiriéndonos básicamente a la pirámide de Kelsen, de esta manera se ha 

clasificado a las normativas legales de acuerdo a la supremacía, ocupando en el primer lugar la 

Constitución y a los tratados Internacionales ratificados por el estado Ecuatoriano, entonces 

partiendo de esta clasificación que ha sobrepasado generaciones y que hasta aún se mantiene 

como forma de interpretación jerárquico de las leyes, se entiende que la constitución está por 

encima de las demás leyes, lo que no quiere decir que las demás leyes sean menos importantes, si 

no que la constitución es la carta fundamental pilar para el desenvolvimiento jurídico en nuestro 

país, ya que por medio de la Constitución se han ido modificando las demás leyes acoplándose a 

la evolución jurídica indispensable para el desarrollo de la sociedad.  

EL PRINCIPIO DE APLICACIÓN DIRECTA E INMEDIATA DE LA 

CONSTITUCIÓN. 

En la Constitución de la República del Ecuador da mayor enfoque a todos los derechos y 

garantías establecidos en la misma, además, reconoce los demás derechos que son aún más 

favorables pero que se encuentran enmarcados en los instrumentos internacionales de derechos 

humanos, de tal manera que estos derechos son de directa e instantánea aplicación por parte de 

los operadores y administradores de justicia, de oficio o a petición de parte, expresión  que 

concuerda con el artículo 426 de la misma Constitución . (ASAMBLEA NACIONAL, 2008) 

El principio de aplicación directa e inmediata de todas las normativas constitucionales, vela 

por el cumplimiento coercitivo de los principios, garantías, derechos y mecanismos 
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constitucionales, esto sin duda alguna tiene que ser acogida por todos los ciudadanos que habitan 

en nuestra jurisdicción pues, de nada serviría tener una Constitución garantista de derechos si 

todos hicieran caso omiso del mismo. 

Nuestra normativa constitucional ha servido de modelo no solo para promulgar leyes que se 

adecuan a las necesidades jurídicas de nuestro país, sino también, ha servido de modelo en la 

evolución del derecho para los países de américa latina.  

EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA 

Este principio en el mundo jurídico constitucional se fundamenta en la aplicación 

directa de la normativa que se encuentra vigente dentro de nuestro ordenamiento, 

buscando que las y los ciudadanos ecuatorianos tengan seguridad al momento de estar en 

un litigio o someterse a una controversia de carácter judicial, cuya finalidad objetiva 

siempre se plasma en la equidad e igualdad judicial para todos.  

Para el tratadista Peces Barba en su obra titulada “La Seguridad Jurídica Desde la 

Filosofía del Derecho” La seguridad jurídica: “ofrece la seguridad al ciudadano, al tener 

los mecanismos en oposición al poder y demás individuos en sus relaciones privadas”, 

con lo que si bien mencionamos que es un principio de aplicación vinculante para los 

legisladores en ocasiones puede ser violentado, tal es así que el mismo tratadista 

menciona que la seguridad jurídica: “es el derecho sobre el poder y los parámetros que el 

mismo debe ver a fin de respetar los derechos de los integrantes de la sociedad”, la 

seguridad jurídica en relación con el ejercicio del poder es un derecho primordial que se 

efectiviza por medio de las garantías procesales, un desarrollo justo e imparcial, derecho 

a la defensa, derecho a un trámite y a ser escuchado por los jueces”. (Peces Barba, 1990) 
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Con esta interpretación se puede mencionar que la seguridad jurídica va más allá de un 

principio constitucional, en realidad se trata de un derecho fundamental para el acceso imparcial 

a la justicia, de tal modo que es obligación de los administradores de justicia aplicarlo de manera 

directa. 

Además varios tratadistas han mencionada que la seguridad jurídica no solo garantiza una 

salvedad para las partes que forman parte de un proceso judicial, sino que también, garantiza que 

el proceso implementado en nuestros distintos procedimientos judiciales funcionan a cabalidad, 

siendo este una estrategia por parte del estado el precautelar siempre los intereses de los 

contravenientes coadyuvando a la buna aplicación de cada procedimiento adecuado para cada 

uno delas competencias existentes en nuestro país.   

 FRAUDE PROCESAL  

En el Código Orgánico Integral Penal (2014) Registro Oficial No. 180, en el Articulo 

272, indica: “fraude procesal. - la persona que, con el objetivo de inducir a engaño a la o 

el juez, antes de un trámite penal o a lo largo de él, oculte los instrumentos o pruebas, 

cambie el estado de las cosas, sitios o personas, va a ser sancionada con pena privativa de 

independencia de uno a tres años”. ( ASAMBLEA NACIONAL;, 2014) 

Vinculando este concepto, al manejar cualquier clase de información que ayuda como prueba 

dentro de un desarrollo, cuyo propósito fundamental, es inducir al juzgador a un error, ocultando 

información veraz o basándose en suposiciones que no tiene valor probatorio o simplemente 

afirmar hechos que carecen de veracidad, para conseguir una resolución conveniente que afecte 

de forma directa los intereses de la contraparte se considera como fraude procesal. 
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Cabanellas declara que: “la noción procesal de fraude comprende toda resolución judicial en 

que el juzgador fué víctima de un engaño, por una de las partes, gracias a la exhibición falaz de 

los hechos, a probanzas irregulares en particular por presentes amañados o documentos 

alterados”. (Cabanellas de Torres, 2011) 

Sin embargo Pedro Javier Granja menciona que el fraude procesal “es aquella configuración 

necesario que una persona realice un acto judicial con la finalidad de obtener una resolución 

favorable o que sea para su beneficio” (Derecho Ecuador, 2018) 

Con este lineamiento en necesario precisar que en nuestra legislación actual dentro de nuestra 

normativa legal al referir al fraude procesal significa ocultamiento de alguna información que 

tenga validez dentro de un proceso, llevándolo a cabo con engaño al juzgador, cuyo beneficio 

primordial es aprovecharse de esta falacia para obtener una resolución favorable este proceso 

puede ocurrir antes o durante el proceso. Lo que significa que cualquier ocultamiento de 

información necesario para esclarecer la realidad de una controversia significa que se está 

incurriendo en un fraude procesal sancionado y condenado con prisión.  

En legislaciones Europeas el fraude procesal se enmarca precisamente en la consumación del 

acto de engaño, puesto bajo esta consideración no se tendría certeza sobre la intensión de inducir 

al juzgador a cometer un error jurídico, es muy necesario su consumación para que sea sometido 

a verificación e investigación sobre la ejecución de este delito.  

Con este enunciado para criterio personal, hay que entender que la ejecución de un delito en 

varias ocasiones tiene su premeditación, es decir existe el ánimo o la intensión de cometer un 

acto ilícito, bajo este marco al tener que esperar que se compruebe la intencionalidad de cometer 

un fraude procesal o no, se vería afectado el interés de otra persona en este caso sería sancionado 
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acorde al tipo de delito o acción al cual se le está imputando, irrespetando principios básicos 

tales como: la duda favorable, el principio de oportunidad, el principio de contradicción, el 

principio de igualdad, la seguridad jurídica entre otros. 

PRESCRIPCIÓN DE DOMINIO 

Nestor Rombola y Lucio Reboiras argumentan que la prescripción de demonio es: “el modo 

de adquirir o hacer suya alguna cosa por tener la posesión de ella todo el tiempo que prefiere la 

ley”. (Rombola & Reboiras, 2008)    

Para Guillermo Cabanellas en su Diccionario Jurídico Elemental refiere que la prescripción 

es: “la consolidación de una circunstancia jurídica por efecto del transcurso del tiempo; asi sea 

convirtiendo un hecho en un derecho, como la posesión o propiedad; ya perpetuando una 

renuncia, abandono, desidia, inacción o impotencia” (CABANELLAS, 2008, pag.344). 

Con los criterios expuestos me permito referir que: la prescripción de dominio, es la voluntad 

o el ánimo de apropiarse de las cosas que no son de su mera propiedad, por haber permanecido 

en posesión por un determinado tiempo, con la finalidad de extinguir el derecho del bien para 

hacerla suya.   

Enunciados que guardan relación con nuestra normativa legal vigente pues, el Código Civil 

(2016) en el Artículo 2392, manifiesta: “prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas o 

de liquidar las acciones y derechos ajenos, por haberse poseído las cosas, o haberse ejercido estas 

acciones y derechos, a lo largo de cierto tiempo”   (Legales, 2016; CONSULTOR JURIDICO 

DESAYP, 2020) 

LA PRUEBA  
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En un proceso judicial para que el Juez tenga el pleno convencimiento de tomar una decisión 

y emitir sentencia, este debe realizar un análisis en cuanto a las pruebas que han anunciado y 

evacuado las partes, de esta manera en base a la sana critica actuando de forma imparcial, idónea 

y transparente, apegado siempre al respeto de las normas legales y constitucionales, se podrá 

comprobar los hechos alegados por los comparecientes a juicio. 

Pérez Sarmiento afirma que: “la prueba es un estado de cosas, susceptibles de 

comprobación y de contradicción, que tiene lugar en el desarrollo de conformidad con la 

ley, para producir convencimiento no solo en el Juez, si no en las partes y en el público, 

sobre la seguridad o falsedad de los hechos del avance y consiguientemente, para 

sustentar las afirmaciones”. 

Mientras que Guillermo Cabanellas refiere:” la prueba es un grupo de actuaciones que, dentro 

de un juicio, cualquier persona que sea su clase, se encaminan a mostrar la realidad o la falsedad 

de los hechos aducidos por todas las partes, en la defensa de sus respectivas metas litigiosas”.   

(Cabanellas de Torres, 2011) 

La prueba es la acción y efecto de probar, proviene del latín probare, cuya definición es 

examinar las diferente cualidades de una persona o cosa, o también es toda acción el cual sirve 

para analizar, probar o negar hechos o acontecimientos suscitados en una controversia o litigio 

judicial. 

La prueba debe cumplir ciertos requisitos para ser valorada en conjunta de esta manera el 

juzgador, en base a la sana crítica y observando los medios de convicción que se ha presentado 

en juicio emitirá una sentencia que puede ser condenatoria o ratificatoria del estado de inocencia. 

La prueba sirve para que el juzgador tenga el pleno convencimiento sobre la ejecución o no de 
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un acto delictivo sancionado y penado en nuestra legislación, de tal modo que la prueba 

anunciada y evacuada por las partes que intervienes en un litigio deben ser: útiles, pertinentes, 

legales, conducentes, constitucionales y en estricto a pego a la ley.  

Entonces es la prueba ya sea testimonial, documental, o pericial, las que van a servir como 

medios de convicción a manera de mecanismo para que un juzgador tenga el mero 

convencimiento de sancionar a una persona por la actuación ilícita, sin embargo a falta de 

pruebas que conecten directamente la materialidad con la responsabilidad, hablando sobre el 

nexo causal, se deberá ratificar el estado de inocencia de manera inmediata, puesto que, la 

presunción de inocencia es un derecho fundamental intacto que tienen todas las personas, en si se 

conoce y se menciona que “toda persona se considera inocente hasta que se demuestre lo 

contrario”, bajo esta percepción son las pruebas las que sirven para enervar este estado de 

inocencia de todas las personas al momento de cursar por una acusación de carácter penal.  

 

2.3.- Preguntas de investigación  

¿Cuáles fueron los elementos de convicción que señalo fiscalía para acusar? 

¿Se obtuvo los elementos de convicción necesarios para establecer una posible 

responsabilidad a la sospechosa? 

¿Cuál es el fundamento del Tribunal de Garantías Penales de Bolívar para la ratificación del 

estado de inocencia a la señora AIDA JUDITH PALMA VILLACIS? 

¿Qué es el principio de mínima intervención penal?  

¿Cuándo y en qué momento la denunciada comete el delito de fraude procesal? 
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CAPITULO III 

DESCRIPCION DEL TRABAJO INVESTIGATIVO REALIZADO 

3.1 Inicio de la investigación  

La presente causa inicia a una etapa de investigación el 15 de marzo del 2016 con la denuncia 

presentada ante la Fiscalía de Caluma, por el supuesto cometimiento del delito de estafa 

enmarcado en el Art. 186 inciso primero del Código Orgánico Integral Penal refiriéndose a una 

estafa, pues como hecho inicial me permito referir que: el 27 de junio de 2010 el señor ANÍBAL 

ARIAS VARGAS, ha tomado contacto con la señoras PALMA VILLACÍS AIDA JUDITH y 

BERTHA EUGENIA PALMA VILLACIS, para negociar la compra de un bien inmueble 

ubicado en la Av. La Naranja y Galo Miño en la ciudad de Caluma, quienes después de varias 

conversaciones le ofrecieron vender el mencionado inmueble por el valor de US $12.000,00, 

para lo cual suscribieron una promesa de compraventa en la Notaria Cuarta en la ciudad de 

Babahoyo, teniendo pleno conocimiento de ser sancionados de forma pecuniaria en caso de 

incumplimiento de las partes, pues,  en caso de que incumplan las cláusulas, serían sancionados, 

las vendedoras deberán pagar US $ 3.000,00 y el comprador US $ 500,00, consecuentemente 

existió aceptación y firmaron ante la presencia de la señora notaria y dos testigos, el señor Aníbal 

Arias Vargas entregó la cantidad de US $ 6.000,00, y se comprometió a cancelar la diferencia, 

una vez que se concreten las escrituras y además, como condición de que el señor Aníbal Arias 

Vargas habite de manera inmediata el inmueble, lo cual lo vendría haciendo por el lapso de seis 

años. 
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El señor Aníbal Arias le pidió autorización a la señora Bertha para realizar construcciones y 

remodelaciones del bien inmueble, a lo que la señora Bertha aceptó sin ninguna objeción, y se 

empezó a remodelar la casa, lo que consta cambió las tuberías, baños, además, pagó los 

impuestos prediales, agua, luz. El señor Aníbal Arias habitó en el bien inmueble hasta el 12 de 

marzo de 2016, siendo este el momento el cual fue desalojado por la señora BERTHA 

EUGENIA PALMA VILLACIS, afirmando que es favorable en una acción civil de prescripción 

extraordinaria de dominio del bien inmueble en cuestión;  tomando posesión inmediata del 

mismo, causando una posible afectación patrimonial en el señor Aníbal Arias, lo que conlleva a 

presentar la denuncia respectiva al cual se hace alusión en el presente análisis.  

Convocatoria y Desarrollo de Audiencia de Formulación de Cargos  

El 05 de mayo del 2019 la presente causa a través de su agente fiscal pone en conocimiento a 

la autoridad competente de la Unidad Judicial del Cantón Caluma, mediante sorteo se asignó 

Juez y una numeración al mismo. Con fecha jueves 30 de mayo del 2019, el Juez Titular de la 

Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón de Caluma convoca a audiencia de 

formulación de cargos, que se desarrolló con fecha  30 de mayo del 2019 a las 15h35. Con lo que 

se notificó a la señora AIDA JUDITH PALMA VILLACIS, con el inicio de la Instrucción Fiscal 

con una duración de 90 días plazo y se le vincula en el grado de autora por el delito de estafa 

contemplado en el Art. 186 inciso primero del Código Orgánico Integral Penal, al haber 

considerado que se reúnen todos los requisitos de los Arts. 590 y 595 Ibídem. También, se le 

dicto medidas cautelares alternativas tipificadas en el Art. 522 numerales 1) y 2) es decir la 

prohibición de salida del país para lo cual y la obligación de presentarse todos los días viernes en 

hora hábil en la Fiscalía del cantón Caluma a partir del 7 de junio del 2019, se estableció el 

procedimiento ordinario para continuar con el debido proceso. 
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Acusación Particular 

Con fecha 24 de junio del 2019 el señor Aníbal Arias presento se acusación particular 

ratificándose en sus hechos alegados al momento de presentar la denuncia ante la fiscalía. Y se 

lleva a cabo las citaciones respectivas a los correos de los abogados patrocinadores de la presunta 

sospechosa. 

Convocatoria y Desarrollo de Audiencia Evaluatoria y Preparatoria de Juicio 

El día lunes 2 de septiembre del 2019, el Juez titular de la Unidad Judicial Multicompetente 

con Sede en el Cantón Caluma, convoco a que se realice la respectiva audiencia Evaluatoria y 

Preparatoria de juicio tenga efecto el día viernes 20 de septiembre del 2019 a las 10h00. Cuyo 

desenlace concluye con la declaración de la validez del proceso, el Juez encargado indicó que 

no3 existe exclusión de pruebas el mismo que procede a dictar auto de llamamiento a juicio en 

contra de la señora AIDA JUDITH PALMA VILLACIS por el tipo penal contemplado y 

sancionado por el Art. 186 inciso primero del Código Orgánico Integral Penal, por el delito de 

estafa en calidad de autora el Juez encargado de la presente causa indico que: “la victima de 

nombre ANIBAL ARIAS VARGAS sido despojado de su bien de forma violenta el mismo que 

existe una promesa de compra y venta realizada en una notaría pública del cantón Babahoyo” la 

defensa de la procesada en su intervención manifestó que: “no es la vía correcta la penal sino por 

la vía civil el mismo que tenía que haber agotada todas las instancia para acudir a la vía penal” . 

Sin embargo el Juez titular de la presenta acción detalla que “existe serias y fundadas 

indicaciones de acciones que puede encajar de estafa del art. 186 y de las diligencias pericias 

                                                 

3 (Edisones Legales, 2019) 
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realizadas por fiscalía” existe “serias presunciones de la persona que ha infringido del tipo pena 

de estafa en contra del señor ANIBAL ARIAS VARGAS es la hoy procesada de nombres AIDA 

JUDITH PALMA VILLACIS” lo que en consecuencia, se dictó auto de llamamiento a juicio en 

contra de la hoy procesada por el tipo penal del art. 186 inc. 1 Que es el delito de estafa el grado 

participación de autor directo, se ratificó todas las medidas, en las que la procesada tenía que 

continuar presentándose conforme consta dispuesto y ordenado en el auto de formulación de 

cargos, se admitió todos los anuncios de pruebas de parte de fiscalía, así como también de parte 

de la señora AIDA JUDITH PALMA VILLACIS y se remitió el proceso al Tribunal de 

Garantías Penales el auto de llamamiento a juicio con todas las piezas procesales necesarias. 

El Tribunal de Garantías Penales de Bolívar con sede en cantón Guaranda, llega a conocer la 

causa el día martes 22 de octubre de 2019. Sin embargo como es de conocimiento público, en el 

primer trimestre del año 2020 el Ecuador y los demás países se encontraban atravesando una 

emergencia sanitaria, debida a esta razón y a la carga procesal al cual se someten el Tribunal se 

convoca a audiencia de juicio casi un año después.  

Audiencia de Juicio 

El 09 de septiembre del 2020 se convoca para el desarrollo de la audiencia de juico, sin 

embargo a petición de la Fiscalía al considerar que para el desenvolvimiento eficaz de la 

audiencia deben estar los testigos de manera presencial y no a través de los medios telemáticos 

debido a que existen inconsistencias en el sistema POLICOM y la fiscal a cargada solicito, que 

suspensa la audiencia y se señala nueva fecha la efecto de la misma, petición al cual lo acogió la 

Juez ponente y al no existir objeción alguna señalo que se suspenda la audiencia y se convoque 

al día 30 de septiembre del 2019 para la continuación de la audiencia de juicio por las razones 



42 

 

 

antes ya expuestas. Posterior a la convocación de la audiencia de juicio se presentó un certificado 

el cual constaba la imposibilidad de que la procesada acuda a la audiencia se suspendió 

nuevamente y se convocó al día 01 de octubre del 2020 siendo este el día el cual se desarrolló la 

audiencia 

Ratificación del Estado de Inocencia   

El Tribunal de Garantías Penales de Bolívar, luego de la deliberación pronunció su decisión 

judicial (artículo 619 COIP), ratificando la inocencia de la procesada Aida Judith Palma Vargas, 

basando su motivación  en la relación de la existencia del delito, y la responsabilidad penal, 

tomando en cuenta los principios de ratio cognoscendi o razón de conocer, ratio decidendi que 

constituye la razón de decidir, deben guardar armonía a la relación de la infracción investigada; 

el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar también señalo:   “no se encuentra dentro de la 

probanza presentada por Fiscalía y la acusación particular, que en la especie se haya probado 

algunos de los verbos rectores o elementos constitutivos del tipo penal de estafa, ni tampoco las 

afectaciones del bien jurídico propiedad, conforme lo establece el Art 453 del COIP, por lo que 

mal podría entrar analizar la participación o responsabilidad de la procesada en un hecho que no 

se ha probado conforme a derecho las circunstancias materia de la infracción”. 

4 

3.2 Respuestas a las interrogantes planteadas 

1. ¿Cuáles fueron los elementos de convicción que señalo fiscalía para acusar? 

                                                 

4 (ASAMBLEA NACIONAL, 2008) (Edisones Legales, 2019) 
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El agente fiscal consideró como elementos de convicción al momento de convocar a audiencia 

de formulación de cargos: 1.- Promesa de compra venta, 2.- Denuncia. Informe de 

reconocimiento del lugar de los hechos, 3. Facturas, 4.- Fotos, 5.- Versión del Sr. Anibal Arias 

Vargas, 6.- Fotografías, 7.- Declaración juramentada, 8.- Sentencia, 9.-. Versión de la Sra. Gloria 

Pilar Moposita Quisphe, 10.- Versión de la Abg. Merci García. 11.- Versión de fs. 130 del Sr. 

Fausto Javier Silva Gonzáles, 12.- Versión de la Sra. Bertha Eugenia Palma Villacís, 13.- 

Versión del Sr. David Santiago Tituaña Moposita, 14.- Versión del Sr. Celso Gustavo Bonilla 

Bayas, 15.- Versión de la Sra. Alicia Guadalupe Moreno Marun, 16.- Promesa de compra venta, 

17.-Datos de identidad, 18.-Láminas fotográficas y facturas, 19.-. Documentos remitidos por el 

SRI. 20.- Informe de inspección ocular, 21.-Facturas 22.- Declaración juramentada, 23.-Informe 

social, 24.-. Informe psicológico, 25.- Informe de audio, video y afines, 26.- Versión del Sr. 

Joselito Rodolfo Padilla Hurtado, 27.-Versión del Sr. Oswaldo Efrén Llanos Rosero, 28.-Informe 

psicológico, 29.- Ampliación del informe psicológico, 30.-Fotografías, 31.-Versión del Sr. 

Bolívar Simón Martínez, 32.- Informe documentológico, 33.- Versión del Sr. Ángel Raúl Veloz 

Moreta, 34.- Versión del Sr. Víctor Hugo Arias Villagómez, 35.- Examen psiquiátrico, 36.- 

Versión del Sr. David Santiago Tituaña Moposita, 37.- Versión del Sr. Antonio Rigoberto 

Moreta Espinoza, 38.- Informe psicológico, 39.- Informe psicológico. 

Elementos con los que el agente fiscal se basó para establecer y adecuar una conducta típica, 

antijurídica que se encuentra contemplada en el Código Orgánico Integral Penal en su Art. 186 

numeral 4 Estafa, llevando a efecto las reglas tipificadas en el Art. 595 Ibídem. 

No obstante, si bien existe varias diligencias realizadas en etapa de investigación por parte de 

la fiscalía, el agente fiscal cometió un error ya sea de manera involuntaria al formular cargos a la 

supuesta sospechosa, adecuando un supuesto nexo causal entre la materialidad y la 
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responsabilidad, refiriéndome a que existe una responsabilidad al no cumplir con el acuerdo o 

pacto celebrado entre las partes, este no se perfecciona en su totalidad, es decir no hubo en 

ningún momento la adecuada recolección de indicios de en cuanto a la conexión directa entre la 

materialidad y la responsabilidad  hacia la presunta sospechosa, de esta manera más bien se 

causó involuntariamente un perjuicio hacia el denunciante, al no ser la competencia adecuada 

para resolver este tipo de controversias.  

Y lo que asombra aún más es la calificación el conocimiento y el pronunciamiento en todas 

las etapas procesales hasta antes de llegar a Tribunal Provincial, refiriéndome a la Audiencia de 

Formulación de Cargos, Audiencia Evaluatoria y Preparatoria de Juicio, el Juez competente no 

menciono ninguna observación al respecto, llevándolo a cometer el mismo error que cometió 

fiscalía. 

2. ¿Se obtuvo los elementos de convicción necesarios para establecer una posible 

responsabilidad a la sospechosa? 

Fiscalía obtuvo a través de su investigación previa realizada todos los elementos necesarios 

para obtener una responsabilidad a la conducta típica y antijurídica penal. Si bien es cierto en la 

presente causa se evidencia la participación de la señora PALMA VILLACIS AIDA JUDITH, 

pero dentro de las investigaciones que realiza fiscalía específicamente en las versiones se logra 

notar que también existe participación de la señora PALMA VILLACIS BERTHA EUGENIA, 

quien fue a ella quien se le entregó el dinero de la promesa de compra venta del bien inmueble. 

Es ahí donde fiscalía debió vincular a la mencionada señora y también formular cargos de ser el 

caso.    
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Además, atendiendo estas consideraciones bajo mi criterio, como ya es evidente en base al 

análisis realizado la presente acción debió haberse realizado bajo el procedimiento civil 

contemplando otro procedimiento diferente al penal, siendo este procedimiento el principal para 

resolver incidencias sobre contratos y obligaciones, sin embargo este error evidente no solamente 

lo realiza fiscalía sino también el Juez de la Unidad Judicial Multicomptente del Cantón Caluma, 

pues, al inobservar la normativa Constitucional vigente, siendo básicamente un requisito 

fundamental para acusar, se violenta el principio de oportunidad y mínima intervención penal 

tipificado en el Art 195 inciso primero de la Constitución de la República del Ecuador, 

refiriéndome al principio de oportunidad es potestad y más que eso un deber jurídico del fiscal en 

precautelar que no se violente este principio ya que se enfoca básicamente en la formas de 

solución de conflictos tal como lo determina la Constitución y la Ley, además bajo este 

lineamiento en el análisis del presente caso también existe una forma de nulidad en el proceso 

esto es la prejudicialidad ya que existe otro procedimiento adecuado para resolver este tipo de 

delitos y es ineficiente iniciar una investigación de tipo penal si este se contrapone a la normativa 

Constitucional.  

3. ¿Cuál es el fundamento del Tribunal de Garantías Penales de Bolívar para la 

ratificación del estado de inocencia a la señora AIDA JUDITH PALMA VILLACIS? 

El tribunal de garantías Penales de Bolívar por medio del Juez ponente el Dr. Luis Ganán 

Paucar expresó que: “existen las fuentes expeditas para realizar o cumplir los acuerdos pactados, 

sin duda es la vía civil y no como erróneamente se ha habilitado la jurisdicción penal, visto que 

no se haya cumplido con la ejecución del acuerdo, no supone que la conducta de la procesada se 

haya incurrido en un acto habitual, antijurídico y culpable como es el delito de estafa. Lo 

expuesto está relacionado con el inicio de mínima participación penal, o inicio de ultima ratio, 



46 

 

 

página 11 de 23 fecha actuaciones judiciales principios que postulan la necesidad de limitar 

totalmente la participación de la ley penal, reservando para aquellas formas de proceder graves, 

ya que el derecho penal no es el exclusivo medio de control popular para asegurar bienes 

jurídicos, como en el presente caso la respuesta al inconveniente la podemos encontrar en el 

derecho civil, mas no en el tema penal, inicio que está predeterminado en la constitución es de 

obligación cumplimiento, para los operadores de justicia, pensado en nuestra constitución en el 

art. 195. Consecuentemente en la situación el ciudadano ANÍBAL ARIAS bien puede reclamar 

el incumplimiento del contrato de compraventa por la vía civil, es un derecho que le asiste; ya 

que no han concurrido los elementos constitutivos del tipo penal de estafa, ni tampoco las 

afectaciones al bien jurídico patrimonio. Por las consideraciones expuestas, se llegó a la 

conclusión que las pruebas no permitieron el convencimiento de que los procesados han correcto 

su conducta al tipo penal de estafa tipificado en el art. 186 inciso primero del COIP; este 

organismo con fundamento en los artículos 622 y 623 ibídem, asegura el estado de inocencia de 

la ciudadana AIDA JUDITH PALMA VILLACIS consecuentemente se levantan todas las 

medidas cautelares dictadas en su contra”. Fundamento al cual comparto rotundamente  

4. ¿Qué es el principio de mínima intervención penal?  

Como su palabra lo sugiere tiene relación a una restricción máxima de una participación 

penal, lo que significa que, una acción esta o puede llevarse en razón de otra rivalidad no 

siempre la penal dado que esta es la de ultima ratio o de última instancia, ya que se evitaría un 

desgaste judicial. 

En definitiva se ratificó el estado de inocencia a la procesada de nombres Aida Judith Palma 

Vargas debido a que es considerado como última instancia la vía penal (último ratio). Pues existe 
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un contrato de promesa de compra venta el cual puede hacerse efectivo mediante la vía civil mas 

no por la vía penal. 

5.    ¿Cuándo y en qué momento la denunciada comete el delito de fraude procesal? 

El delito de Fraude Procesal se comete al momento de obtener una resolución favorable en la 

acción civil signada con el No. 02101-2011-0409, siendo el año de 2011 el momento donde se 

empieza a la apertura de este litigio por la posesión del bien inmueble al cual me he referido por 

varas ocasiones, de tal modo que , mediante hechos y acontecimientos no reales, falsos y que 

siempre fueron inducidos  para obtener una resolución favorable simplemente engañando al Juez, 

este delito fue consumado en su totalidad cuando los hechos alegados por parte de las señoras 

Palma argumentaron que están en posesión del bien más de 40 años de forma ininterrumpida, de 

forma pacífica en el bien, cosa que es falso y carecía de verdad absoluta, pues, como precedente 

existen varias acciones legales lo cual según la doctrina y jurisprudencia rompe toda posesión de 

forma pacífica e ininterrumpida, pero como no se pudo justificar la titularidad para reclamar la 

acción legal se les concedió la Prescripción Extraordinaria Adquisitiva de Dominio a favor de las 

señora Palma, además tampoco se mencionó que en el año 2010 se suscribió una promesa de 

compra venta del bien inmueble, ocultando en su totalidad este hecho fundamental dentro de la 

acción civil  

 

CAPITULO IV  

RESULTADOS  

4.1.- Resultados de la investigación realizada 
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Al verificarse que la existencia de otro método para resolver este litigio conforme a derecho, 

la investigación y vinculación en el delito de estafa llevado a cabo por el agente fiscal, carecía de 

validez, buscando sancionar por un delito no cometido, es decir la conducta típica jurídica y 

culpable no se perfecciono como tal. Ratificándose el estado de inocencia.  

Es admirable y llama la atención la ineficaz actuación del agente fiscal a cargo de la presente 

causa, pues es el titular de la acción penal publica y el encargado de investigar los medios de 

convicción necesarios para establecer un nexo causal entre la materialidad y la responsabilidad, 

pues sin estos dos elemento fundamentales no se podría llegar al convencimiento de que una 

persona ha cometido un delito. Pues si antes de formular cargos se aplicaría el principio de 

oportunidad y de mínima intervención se podría haber evitado un desgaste judicial evidente. 

Puesto que dentro de expediente reposa el contrato de la promesa de compra venta realizada en la 

ciudad de Babahoyo entre las partes intervinientes  y el Fiscal quien conoció la denuncia se podía 

haber inhibido de iniciar un proceso penal por esa consideración se pone en duda la adecuada 

operacionalizacion de justicia dentro de la investigación y las atribuciones de los Agentes 

fiscales, no solo en la ciudad de Caluma sino también en todo nuestro territorio en las diferentes 

jurisdicciones, delegaciones y unidades judiciales del país. 

En el proceso penal de estafa que se analizó se evidencio también la manipulación procesal, 

ya que en varias ocasiones no se atendió a la petición de archivo de la investigación por falta de 

competencia tampoco se observó cuestiones de procedimiento, procedibilidad y prejudicialidad 

más bien se continuo con el proceso con las demás etapas procesales adecuadas para este tipo de 

delitos. 
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4.2.- Impacto de los resultados de la investigación  

Los operadores de justicia deben aplicar los principios y garantías constitucionales y los 

convenios internacionales, así como los procedimientos legales previamente establecidos en el 

marco legal ecuatoriano y se respete la seguridad jurídica, evitando la vulneración de derechos 

de las personas, de tal manera que su actuación sea eficaz y eficiente. 
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CONCLUSIONES 

En el presente análisis de caso, se ha demostrado que aún existen vulneraciones al debido 

proceso, ya que no se visualiza la aplicación directa de la normativa constitucional vigente, pues 

existe una manera poco empírica de realizar las investigaciones para obtener indicios de 

responsabilidad y vincular a todas las personas responsables de la ejecución de un delito ya sea 

en calidad de actor material o actor intelectual. 

No se ha respetado la presunción iuris tantum o legal, es decir no es absoluta, puesto que las 

pruebas de cargo que se presentan por parte de la fiscalía, ya que en ocasiones la defensa de la 

parte acusada ha desvirtuado las aseveraciones realizadas por parte de la presenta víctima. Esta 

presunción implica que no se le debía ni siquiera haber pasada de la formulación de cargos, más 

bien debía archivarse la causa por falta de competencia y en base a criterios de prejudicialidad. 

 

La procesada mantuvo su estado de inocencia intacto dentro del juicio penal, debido a que, es 

fiscalía como dueño de acción penal publica y el encargado en enervar este estado natural que 

gozan todas ciudadanos ecuatorianos que habitan nuestro país, pues, fiscalía debió fundamentar 

la existencia del delito con tal, a lo contrario no actuó con objetividad y careció del mismo.  

Para demonstrar la participación directa en el presunto delito se debió entrelazar y 

correlacionar la materialidad que se remitan a las pruebas obtenidas con apego a la ley y la 

responsabilidad que se declina a la identificación de la actora directa del supuesto hecho ilícito.  

Es evidente el cometimiento de fraude procesal dentro de la causa No02101-2011-0409, ya 

que se obtuvo un beneficio particular por parte de la denunciada, en vista que se ocultó 
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información necesaria e indispensable para verificar la posesión por más de 40 años, hechos 

anunciados por las señoras Palma en su contestación a la demanda, pues a raíz de esta favorable 

resolución por parte del Juez de la Sala de lo Civil de Bolívar, se produce el inicio a otra acción 

legal, en este caso una acción Penal, llevado a cabo de manera errónea por parte de Fiscalía y el 

Juez Multicompetente del Cantón Caluma, pues si bien es cierto que el Fiscal es dueño y titular 

de la acción penal publica, es el juzgador el encargado a observar cuestiones de procedimiento, 

procedibilidad prejudicialidad y competencia en la audiencia evaluatoria y preparatoria de juicio, 

pues de esta manera se podría haber evitado un desgaste innecesario de justicia, de recursos del 

estado consecuentemente un desgaste procesal.  
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